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Inversión de 
$ 3,2 billones 
para el canal del 
Dique, frenada 
por amenazas 
y guerra de 
intereses.
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La guerra que tiene frenadas 
megaobras por $ 3,2 billones 
a lo largo del canal del Dique

Audios intimidantes, denuncias y tutelas se le atraviesan 
al proyecto, clave para ola invernal. Corte evalúa medida 
cautelar. En dos meses expira la partida presupuestal.UNIDAD 
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La Procuraduría le acaba de pedir a la Corte Constitucional que le dé prioridad al estudio del conflicto de 
competencias de jueces en el caso del canal del Dique, obra calificada de vital para tres departamentos, foto: ani

“Estoy dispuesto a lo que 
sea. Voy a llamar al Urabá 
antioqueño a inform ar lo 
que está pasando, a ver 
cómo va a salir esta mierda 
(...). O se aquietan o los 
aquietamos”.

Este es uno de los audios 
que circulan en la Costa y 
en la Agencia Nacional de 
Infraestructura (ANI) en 
torno a la millonada licita­
ción para la construcción 
de obras de restauración 
del canal del Dique, que mi­
tigaría el impacto de la im­
placable ola invernal que 
golpea a Bolívar, Atlántico, 
Sucre y  zonas aledañas.

Aunque es un proyecto 
de 3,2 billones de pesos, ca­
lificado de vital, está en me­
dio de una guerra de ame­
nazas, objeciones, denun­
cias y  tutelas.

EL TIEMPO investigó y es­
tableció que aunque algu­
nos admiten que se deben 
hacer ajustes, hay una aris­
ta económica detrás: las mi­
llonadas partidas que el Es­
tado les gira a com unida­
des para ejecutar las llama­
das consultas previas.

La ANI, que adelanta la li­
citación para adjudicar la 
alianza público-privada 
(APP) canal del Dique, ha gi­
rado 7.555 millones de pe­
sos a 16 comunidades para 
que contraten expertos ase­
sores en la materia.

Sacyr y la póliza
Y hay una partida más, 

para obras de compensa­
ción por afectaciones am ­
bientales. Ya se han pacta­
do proyectos por 58.000 
millones de pesos, que se gi­
rarán si el proyecto avanza.

Cuarenta y ocho horas 
antes de la posesión presi­
dencial, el gobierno Duque 
decidió dejar el tema en ma­
nos del nuevo gobierno. Y 
si bien el ministro de Trans­
porte, Guillermo Reyes, y 
la ANI están interesados en 
sacarlo adelante, hereda­
ron varios obstáculos.

Hace dos sem anas, la 
ANI (en cabeza de William 
Camargo) negó una solici­
tud que buscaba que el pro­
ceso contractual se declara­
ra desierto y se revocara la 
apertura de la licitación, 
cuya adjudicación se ha 
aplazado tres veces.

Y hay una carrera contra 
el reloj para que no se pier­
da la partida presupuestal, 
que expira en diciembre y 
que implicaría empezar de 
cero el proceso, que hoy tie­
ne como único proponente 
a Sacyr Colombia S. A. S.

Cruce de acusaciones
La ANI (ya en la era Pe- 

tro) descartó que la investi­
gación en España contra la 
matriz de Sacyr (por p re­
sunta corrupción) afecte la 
licitación. Y aclaró que no 
se necesita licencia ambien­
tal para hacer las dos gigan­
tescas esclusas (que regula­
rían el paso del agua) y 34 
obras menores.

Sin embargo, las consul­
tas previas siguen siendo el 
factor de fondo. Hay un 
pliego de peticiones de líde­
res que le solicitan al Go­
bierno que, además de ga­
rantizarles ese derecho a 
otras comunidades (ubica­
das en el área de influen­
cia), se renegocien y corri­
jan otras consultas ya pacta­
das.

Pero otros líderes dicen 
que detrás de esa solicitud 
hay intereses particulares.

“Las comunidades no es­
tán en contra del proyecto. 
Son algunos asesores que 
pidieron un porcentaje de

7.555
MILLONES DE PESOS

se han g irado para las 
consultas previas a 16 
comunidades. V hay 
obras de mitigación 
previstas por más de 
58.118 millones de pesos, 
que se ejecutarían si la 
APP es adjudicada.

las consultas previas y aho­
ra van por una parte de las 
obras de compensación”, 
le dijo a este diario Henry 
Guizamano, delegado de 
Bolívar en el Espacio Nacio­
nal de Consultas Previas 
para comunidades negras 
y raizales, y asesor de con­
sejos comunitarios en Car­
tagena, Aijonay Turbaná.

Amenazas y denuncias
En una denuncia, inter­

puesta en 2021 por Guiza­
mano, y en otra más, radi­
cada por diez representan­
tes de cuatro consejos co­
munitarios, se habla de 
que son víctimas de una 
campaña de difamación y 
amenazas por su labor en 
esas consultas.

Todos pidieron, además, 
m edidas de protección y

que se indague la conducta 
de un defensor de dere­
chos humanos: Adil Melén- 
dez, líder de la Ruta del Ci- 
marronaje y miembro del 
Pacto Histórico.

“Sin fundamento algu­
no, Meléndez dice que hici­
mos un trabajo corrupto. 
Viene injuriando a mucha 
gente, incluso de la ANI, 
para obtener un contrato 
de consultas previas y que­
darse con el 25 por ciento 
de los recursos de la comu­
nidad”, dice Guizamano.

Y en similar sentido se 
pronunciaron José Aceve- 
do, representante de la co­
munidad de Puerto Badel; 
y Óscar Villero, de la comu­
nidad de Leticia, Bolívar.

La tutela de la discordia
Pero el abogado Melén­

dez se ratifica en sus señala­
mientos y asegura que tam­
bién ha sido am enazado 
por denunciar irregularida­
des en el proyecto: “Jamás 
me interpondría en esa im­
portante gestión del Presi­
dente. Pero la corrupción 
es grosera. Si no se hacen 
ajustes antes de licitar, será 
el proyecto más corrupto 
de la historia”, le dijo a EL 
TIEMPO (ver recuadro).

Y agregó que presentó 
una acción para que la tute­

la que tiene congelada la ad­
judicación de la APP siga su 
curso. La tutela a la que se 
refiere la presentó en sep­
tiembre Danit Escorcia, re­
presentante del consejo de 
com unidades negras Los 
Olivos de Hato Viejo.

Con esta se buscaba fre­
nar la entrega de la APP has­
ta que se Ies garantizara la 
consulta previa y la partici­
pación ambiental. Pero Es­
conda desistió de la tutela 
luego de que, el 4 de octu­
bre, representantes de co­
munidades y del gobierno 
Petro firmaron un ‘acuer­
do de voluntades’.

Se pactó la instalación de 
mesas técnicas para anali­
zar el proyecto y posibles 
afectaciones; y avanzar en 
otras consultas previas.

Para la ANI, con el desisti­
miento de la tutela, ya no 
hay medida cautelar. Pero 
la palabra la tiene la Corte 
Constitucional, que debe 
dirimir un conflicto de com­
petencias entre jueces que 
conocieron la tutela.

En todo caso, el ministro 
de Transporte ya advirtió 
que si siguen los obstácu­
los, los recursos serán rea­
signados para mitigar la ola 
invernal que ya llevó al go­
bierno Petro a declarar de­
sastre nacional.


